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HONORABLE ASAMBLEA: 

A las y los suscritos, diputadas y diputados integrantes de la Comisión de Anticorrupción, 
de esta Sexagésima Cuarta Legislatura, nos fue turnado para estudio y dictamen, por la 
Presidencia de este Poder Legislativo, escrito de las diputadas y los diputados integrantes de los 
Grupos Parlamentarios de MORENA, del Partido del Trabajo, del Partido Verde Ecologista de 
México, del Partido Nueva Alianza Sonora y del Partido Encuentro Social, que contiene iniciativa 
con proyecto de LEY DE ENTREGA RECEPCIÓN PARA EL ESTADO DE SONORA.  

En consecuencia, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 85, 92, 94, fracciones I 
y IV, 97 y 98 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Sonora, presentamos para su 
discusión y aprobación, en su caso, el presente dictamen al tenor de la siguiente: 

PARTE EXPOSITIVA: 

La iniciativa de mérito, fue presentada el día 12 de febrero de 2026, exponiendo los 
siguientes motivos: 

 	 “La presente iniciativa tiene como finalidad establecer un marco jurídico sólido y riguroso 
que regule el proceso de entrega-recepción en los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, así 
como en los Órganos Constitucionalmente Autónomos y los Ayuntamientos del Estado de Sonora. 
El proyecto define las obligaciones derivadas de dicho proceso y las responsabilidades 
administrativas en caso de incumplimiento; asimismo, obliga a los diversos entes públicos, a través 
de sus artículos transitorios, para emitir sus propios lineamientos o reglas de operación dentro de la 
esfera de su competencia. 

Este proceso es fundamental para garantizar la continuidad administrativa, la transparencia 
y la rendición de cuentas en el ejercicio del servicio público, especialmente al término de los 
periodos constitucionales, en casos de disolución, extinción, suspensión o liquidación de entes 
públicos, y ante cualquier cambio de gestión. 
	  

Tomando en cuenta lo anterior, la presente iniciativa busca robustecer el proceso 
administrativo de la entrega-recepción partiendo de las siguientes valoraciones: 

Primera.- Dar certeza jurídica al proceso de entrega-recepción: 
Es imperativo que el proceso de entrega-recepción se lleve a cabo con claridad, formalidad y 
respaldo legal, para evitar ambigüedades o prácticas discrecionales que puedan afectar la 
integridad del patrimonio público y la transparencia institucional. La regulación propuesta busca 
que tanto las personas servidoras públicas salientes como las entrantes conozcan sus obligaciones 
y responsabilidades, garantizando que la transferencia de bienes, recursos, información y 
documentación se realice de manera ordenada y segura. 

Segunda.- Homogenizar el proceso en todos los ámbitos de gobierno: 
La presente iniciativa tiene un objetivo claro y fundamental: establecer un marco normativo que 
homogeneice los procedimientos administrativos y operativos en todas las entidades 
gubernamentales, a través de lineamientos comunes que aseguren la coherencia y el orden en el 



funcionamiento de los gobiernos. 

Homogeneizar los procedimientos en todas las instancias gubernamentales no significa 
que se deban eliminar las particularidades de cada nivel de gobierno, sino que se deben establecer 
estándares comunes para asegurar que las bases operativas, las metodologías de ejecución y los 
procesos de control sean consistentes. Esto se logra mediante la creación de normas técnicas que 
especifican de manera detallada cómo deben llevarse a cabo las tareas administrativas, cómo 
deben organizarse y qué requisitos de transparencia y acceso a la información deben cumplirse en 
todos los niveles. 

Uno de los mayores desafíos en la gestión pública es garantizar que todos los gobiernos, 
independientemente de su nivel (federal, regional, local), operen bajo los mismos estándares. La 
aplicación uniforme de normativas garantiza que no haya diferencias arbitrarias en la forma en que 
se manejan los recursos. 

En este contexto, una normativa homogénea, bien estructurada y detallada, reduce 
significativamente la posibilidad de surgimiento de vacíos legales. Así, la iniciativa de 
homogeneizar los procedimientos en todos los niveles de gobierno se presenta como un paso 
esencial para fortalecer la gobernanza pública, al garantizar mayor claridad, transparencia y 
consistencia en la aplicación de las normas.   

Tercera.- Fortalecer la transparencia y la rendición de cuentas: 
Un proceso de entrega-recepción bien regulado y documentado es esencial para promover la 
transparencia en la gestión pública. La normativa propuesta permitirá que las instituciones públicas 
rindan cuentas de manera efectiva, asegurando que los recursos y bienes públicos sean 
entregados en condiciones adecuadas, y que la información relevante esté disponible para 
auditorías, revisiones y controles internos y externos. Esto contribuirá a fortalecer la confianza 
ciudadana en las instituciones y en la gestión pública. 

Cuarta.- Evitar prácticas discrecionales y promover la responsabilidad: 
La regulación busca prevenir que la entrega-recepción se realice de manera discrecional o 
informal, lo cual puede derivar en irregularidades, pérdida de patrimonio o uso indebido de 
recursos. Al establecer procedimientos claros, se fomenta la responsabilidad de las personas 
servidoras públicas en el cumplimiento de sus obligaciones, garantizando que la transferencia de 
funciones se realice con apego a la legalidad y a los principios de eficiencia y eficacia. 

Quinta.- Facilitar la planificación y continuidad de las políticas públicas: 
Abrogar la legislación anterior no es un simple cambio de forma, sino una decisión estratégica y 
necesaria para dotar al Estado de Sonora de un instrumento jurídico moderno, claro, ágil y 
coherente con los principios constitucionales, con el marco normativo nacional en materia de 
responsabilidades administrativas y con en el cual se observan las buenas prácticas 
internacionales en procesos de transición gubernamental. 

La presente iniciativa de Ley propone una estructura más funcional, accesible y coherente, 
con procesos homogéneos, responsabilidades bien delimitadas y criterios claros que orienten tanto 
a los órganos fiscalizadores como a las entidades obligadas. Su diseño normativo está pensado 
para garantizar la continuidad institucional, la protección del patrimonio público, la trazabilidad de la 
información administrativa y el fortalecimiento del profesionalismo en la función pública. 

Contar con un marco jurídico que norme la entrega-recepción permitirá a las instituciones 
públicas, especialmente a la administración entrante, planear de manera responsable y con datos 
ciertos sus acciones y programas durante su período de gestión. Esto es fundamental para la 
continuidad de las políticas públicas y el cumplimiento de los objetivos del Plan Estatal de 
Desarrollo 2021-2027, en particular en lo que respecta a la reactivación económica, la 
transparencia en el ejercicio presupuestal y la gestión eficiente de los recursos públicos. 

Este proyecto se alinea a los principios constitucionales de legalidad, transparencia, 
responsabilidad y eficiencia. Además, responde a las recomendaciones internacionales y a las 
mejores prácticas en materia de gestión pública, promoviendo una cultura de integridad y 



profesionalismo en la función pública. 

En definitiva, la implementación de un marco jurídico claro, riguroso y homogéneo para el 
proceso de entrega-recepción en Sonora representa un paso fundamental hacia una gestión 
pública más transparente, responsable y eficiente. Al fortalecer los mecanismos de transferencia de 
bienes, recursos e información, se garantiza la continuidad administrativa, se previenen 
irregularidades y se fomenta la confianza ciudadana en las instituciones. Esta iniciativa no solo 
asegura la protección del patrimonio público y la rendición de cuentas, sino que también impulsa 
una cultura de profesionalismo y ética en la función pública, contribuyendo al desarrollo 
democrático y al bienestar social en nuestro Estado. Con ello, reafirmamos nuestro compromiso de 
promover una administración pública moderna, transparente y al servicio de las y los sonorenses.” 

Expuesto lo anterior, esta Comisión procede a resolver el fondo de la iniciativa en estudio, 
para lo cual nos fundamentamos bajo las siguientes: 

CONSIDERACIONES: 

PRIMERA.- Es facultad constitucional y de orden legal de los diputados al Congreso del 
Estado, iniciar ante este Órgano Legislativo las leyes, decretos o acuerdos de observancia y 
aplicación en el ámbito jurisdiccional del Estado, atento lo dispuesto por los artículos 53, fracción 
III, de la Constitución Política del Estado de Sonora y 32, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo.  

SEGUNDA.- Conforme al orden jurídico local, es potestad constitucional exclusiva de este 
Poder Legislativo discutir, aprobar y expedir toda clase de leyes, decretos y acuerdos de 
observancia y aplicación en el ámbito territorial del Estado, siendo materia de ley toda resolución 
que afecte a las personas en general, de decreto la que otorgue derechos o imponga obligaciones 
a personas determinadas, y de acuerdo en los demás casos, de conformidad con lo dispuesto por 
el artículo 52 de la Constitución Política del Estado de Sonora. 
                     	 	 	  

Además, es importante señalar que, en la interpretación, reforma o abrogación de leyes, 
deberán observarse los mismos trámites establecidos para su formación, según lo dispuesto en el 
artículo 63 de la Constitución Política del Estado de Sonora.  

TERCERA.- El Poder Legislativo del Estado tiene la atribución de velar por la conservación 
de los derechos de los ciudadanos y habitantes del Estado y proveer, por cuantos medios estén a 
su alcance, a su prosperidad general de conformidad con el artículo 64, fracción XXXV, de la 
Constitución Política del Estado de Sonora. 

CUARTA.- La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 134 
establece que, los recursos económicos de que dispongan la Federación, las entidades 
federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México deberán 
administrarse con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez, con el objeto de 
satisfacer los fines a los que estén destinados. Dicho precepto constitucional impone al Estado la 
obligación de garantizar que los recursos públicos sean ejercidos bajo principios que aseguren el 
uso adecuado y orientado al interés general. 

En este contexto, resulta indispensable que el Estado, genere las condiciones normativas 
necesarias para que los entes públicos, incluidos los organismos constitucionales autónomos, 
administren los recursos públicos bajo su encargo con plena transparencia, mediante mecanismos 
eficaces de rendición de cuentas. La correcta administración de los recursos públicos no sólo exige 
controles durante el ejercicio del gasto, sino también procedimientos claros y obligatorios que 
regulen la transición en el manejo de dichos recursos entre una administración y otra.  

La entrega-recepción de los recursos públicos constituye una fase crítica del ciclo 
administrativo, ya que es el momento en el que se formaliza la transmisión de la responsabilidad 
sobre bienes, derechos, obligaciones, recursos financieros y documentación institucional. La 
ausencia de disposiciones claras y homogéneas en esta materia genera riesgos de opacidad, 
pérdida de información, afectaciones patrimoniales al erario y, en su caso, la comisión de faltas 



administrativas o hechos de corrupción. Por tal razón, la modernización administrativa requiere la 
expedición de normas jurídicas que regulen de manera efectiva el relevo de los servidores 
públicos, garantizando la responsabilidad administrativa de quienes concluyen su encargo, 
independientemente de la causa que motive su separación del mismo. 

QUINTA.- En atención a lo anterior, resulta indispensable que los procesos de entrega-
recepción se encuentren regulados por una ley que establezca mecanismos claros, procedimientos 
precisos y responsabilidades definidas, a efecto de garantizar que el servidor público saliente 
responda por la correcta administración de los recursos a su cargo, y que el servidor público 
entrante cuente con información completa, veraz y oportuna que le permita asumir adecuadamente 
sus funciones. 

Es ese sentido, la presente iniciativa de ley tiene como finalidad establecer un marco 
jurídico integral que regule los procesos de entrega-recepción en los entes públicos, asegurando la 
legalidad, transparencia, rendición de cuentas y continuidad administrativa en el manejo de los 
recursos públicos, buscando con ello, fortalecer el combate a la corrupción, prevenir irregularidades 
administrativas y garantizar el adecuado ejercicio de los recursos públicos en beneficio de la 
sociedad. 

SEXTA.- En concordancia con lo dispuesto en el artículo 29 de la Constitución Política del 
Estado de Sonora, así como en el diverso artículo 3 y en el Capítulo III del Título Primero de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Sonora, quienes integramos esta Comisión 
Dictaminadora estimamos procedente someter la propuesta en estudio al mecanismo de 
Parlamento Abierto, con el objeto de dar publicidad a su contenido y recabar opiniones y 
propuestas de la sociedad, promoviendo, al mismo tiempo, la participación ciudadana en el 
quehacer legislativo. 

Para esos efectos, el día jueves 26 de febrero de 2026, se llevó a cabo el foro de 
Parlamento Abierto en la ciudad de Hermosillo, Sonora, el cual estuvo a cargo de la diputada 
Ernestina Castro Valenzuela, presidenta de la Comisión de Anticorrupción, contando con la 
presencia de la Secretaria de Anticorrupción y Buen Gobierno, Mtra. María Dolores del Río 
Sánchez; del Director general de la Subsecretaría de Gobierno, Lic. Manuel Jesús Lizárraga 
Dávila; del Director General de Auditoría Gubernamental en la Secretaría Anticorrupción y Buen 
Gobierno del Estado de Sonora, Mario Alberto Corona Urquijo; del Director General de Desarrollo 
Administrativo y Mejora Continua en la Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno del Estado de 
Sonora, Lic. Juan Manuel Estupiñan Navarro;  de la Directora de Entrega Recepción en la 
Dirección General de Desarrollo Administrativo y Mejora Continua, Mtra. Rocío encinas Millán; de la 
Directora General de la Unidad de Transparencia y Asuntos Jurídicos,  Lic. Anel Valenzuela; del 
Subdirector de Seguimiento de Entrega Recepción en la Dirección General de Desarrollo 
Administrativo y Mejora Continua, Mtro. Alberto Sánchez Franco. Asimismo, asistió en 
representación de la auditora Mayor del Instituto Superior de Auditoría y Fiscalización, el Dr. 
Manuel Elías Mercado Alvarado; en representación del titular del Órgano Interno de Control del 
Congreso del Estado, el Lic. Fernando Herrera Sáldate; la titular del Órgano Interno de Control del 
Tribunal Estatal Electoral de Sonora, Lic. Ibeth Eréndira Fuentes Olivarría; el titular del Órgano 
Interno de Control de la Fiscalía General de Justicia del Estado de Sonora, Lic. Heriberto 
Velázquez Parra; la titular del Órgano Interno de Control de la CEDH Sonora, Dra. Andrea 
Escalante Antillón; el titular del Órgano Interno de Control del IEE Sonora, el Dr. Juan Carlos 
Jáuregui Ríos; el titular del Órgano Interno de Control del Tribunal de Justicia Administrativa del 
Estado de Sonora, Mtro. Edgar Acuña Solís y la titular del Órgano Interno de Control de la 
Universidad de Sonora, C.P. Verónica María Montenegro Portillo, así como diversos funcionarios, 
asociaciones y profesionales  

En el desarrollo del referido foro se registraron diversas participaciones relevantes, en las 
que se manifestó respaldo a la iniciativa, destacándose la necesidad de fortalecer y actualizar el 
marco jurídico vigente en materia de entrega-recepción, así como la importancia de la presente 
propuesta para garantizar certeza jurídica en los procesos de transición administrativa, 
fortaleciendo con ello la transparencia y la rendición de cuentas. 



De igual forma, se expresó la conveniencia de homologar los procedimientos en todos los 
entes públicos, con el propósito de asegurar coherencia administrativa y un manejo ordenado de 
los recursos públicos. 

Finalmente se valoraron y recogieron algunas intervenciones de los órganos internos de 
control y de las autoridades participantes, en virtud de que las mismas aportan mayor claridad, 
contribuyendo con ello, al perfeccionamiento del texto normativo propuesto y a su viabilidad 
operativa.  

SÉPTIMA.- En esa tesitura, es pertinente señalar que, atendiendo lo dispuesto en el 
artículo 16 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios y el 
artículo 79, fracción IX, de la Constitución Política del Estado de Sonora, mediante oficio número 
CES-PRES-ALN-012/2026, la Presidencia de la Mesa Directiva de este Poder Legislativo, tuvo a 
bien solicitar al Secretario de Hacienda del Gobierno del Estado de Sonora, la remisión a esta 
Soberanía, del dictamen de impacto presupuestario de la iniciativa en cuestión. Al efecto, mediante 
oficio No. SE-05.06-0851/2026, recibido en este Poder Legislativo el día 27 de febrero de 2026, el 
Subsecretario de Egresos de la Secretaría de Hacienda del Gobierno del Estado de Sonora, por 
instrucción del Secretario de Hacienda, señala lo siguiente: 

“DICTAMEN DE ESTIMACIÓN DE IMPACTO PRESUPUESTARIO 

Se realizó el análisis correspondiente a la presente iniciativa, observándose que tiene 
por objeto establecer un marco jurídico sólido y riguroso que regule el proceso de entrega-
recepción en los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, así como en los Órganos 
Constitucionalmente Autónomos y los Ayuntamientos del Estado de Sonora. El proyecto define 
las obligaciones derivadas de dicho proceso y las responsabilidades administrativas en caso de 
incumplimiento; asimismo, obliga a los diversos entes públicos, a través de sus artículos 
transitorios, para emitir sus propios lineamientos o reglas de operación dentro de la esfera de su 
competencia.  

La presente iniciativa busca robustecer el proceso administrativo de la entrega-recepción 
partiendo de las siguientes valoraciones:  

➢ Dar certeza jurídica al proceso de entrega-recepción.  
➢ Homogenizar el proceso en todos los ámbitos de gobierno.  
➢ Fortalecer la transparencia y la rendición de cuentas.  
➢ Evitar prácticas discrecionales y promover la responsabilidad.  
➢ Facilitar la planificación y continuidad de las políticas públicas. 

Luego entonces, se advierte, que la presente iniciativa con proyecto de Ley de Entrega-
Recepción para el Estado de Sonora, no requiere de mayores asignaciones presupuestales, toda 
vez que únicamente establece, regular de forma clara los cambios de administración, mediante un 
proceso administrativo de entrega-recepción, aplicables para los poderes ejecutivo, legislativo y 
judicial, así como órganos autónomos y los 72 ayuntamientos del Estado de Sonora. 
Consecuentemente, al no advertirse que se crean, modifican, extinguen o fusionan unidades 
administrativas, plazas o en su caso entes públicos, dependencias, entidades, no conferir nuevas 
atribuciones y actividades que deberán realizar las dependencias y entidades que requieran de 
mayores asignaciones de recursos presupuestarios para llevarlas a cabo por parte del Gobierno 
del Estado, SE ESTIMA QUE LA PRESENTE INICIATIVA NO REPRESENTA UN IMPACTO 
PRESUPUESTARIO QUE AFECTE EL BALANCE SOSTENIBLE DE LAS FINANZAS PÚBLICAS 
DEL ESTADO DE SONORA.” 

 A la luz de las consideraciones anteriormente expuestas, y toda vez que la iniciativa en 
estudio no representa un impacto presupuestario negativo que comprometa el equilibrio y la 
sostenibilidad de las finanzas públicas del Estado de Sonora, las diputadas y los diputados que 
integramos esta Comisión de Anticorrupción consideramos procedente su aprobación por el Pleno 
de este Poder Legislativo, en virtud de que resulta necesaria la expedición de una norma jurídica 
que establezca, de manera clara y precisa, el proceso de entrega-recepción, el cual se lleva a cabo 



de forma recurrente como consecuencia de las necesidades propias del servicio público y de la 
constante transición en el ejercicio de los cargos entre los servidores públicos. En este sentido, es 
indispensable que se determinen de manera expresa las responsabilidades del servidor público 
que concluye su encargo, precisando las condiciones en que se realiza la entrega, así como la 
relación detallada de los recursos y bienes que quedan bajo la administración del servidor público 
entrante, donde a partir de un esquema de rendición de cuentas claro y debidamente 
documentado, la persona que asume el nuevo encargo contará con información suficiente, veraz y 
oportuna que le permita una adecuada y responsable toma de decisiones desde el inicio del 
ejercicio de sus funciones. Por lo que estimamos que la aprobación de la presente iniciativa 
reafirma el compromiso de este Poder Legislativo con la salvaguarda de los recursos y bienes 
públicos que pertenecen a la ciudadanía, así como con la prevención y combate a la corrupción en 
cualquiera de sus modalidades; con un marco jurídico fortalecido como el propuesto, se brinda la 
certeza de que ningún servidor público haga uso indebido de las atribuciones que le han sido 
conferidas, las cuales deben ejercerse siempre en beneficio del interés público, garantizando en 
todo momento la protección del patrimonio público. 

Por lo anteriormente expuesto, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 52 de la 
Constitución Política del Estado de Sonora, sometemos a consideración del Pleno el siguiente 
proyecto de: 

NUMERO 155 

EL H. CONGRESO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE SONORA, 
EN NOMBRE DEL PUEBLO, TIENE A BIEN EXPEDIR LA SIGUIENTE 

LEY  
DE ENTREGA-RECEPCIÓN PARA EL ESTADO DE SONORA 

TÍTULO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES 

CAPÍTULO ÚNICO 
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1.- La presente Ley es de interés público y observancia general en el Estado de 
Sonora. Tiene por objeto establecer las disposiciones generales conforme a las cuales las 
personas servidoras públicas que desempeñen un empleo, cargo o comisión de cualquier 
naturaleza, en los Poderes Legislativo, Ejecutivo o Judicial del Estado, Organismos Autónomos, los 
municipios, así como las personas que administren, manejen, recauden, apliquen o resguarden 
recursos económicos federales, estatales o municipales, sea cual fuere la naturaleza de su 
nombramiento o elección en cualquier otro ente público, están obligados a entregar a quienes 
legalmente los sustituyan o a quienes se designen para tal efecto al término de su empleo, cargo o 
comisión, los recursos humanos, materiales, financieros, tecnológicos patrimoniales, documentos 
bajo su resguardo; lo anterior sin que la aplicación de esta Ley exima, limite o sustituya el 
cumplimiento de las obligaciones previstas en la normatividad federal aplicable a los recursos 
públicos federales.  

Esta entrega debe de incluir los asuntos de su competencia y la información generada en 
el ejercicio de sus funciones, mediante la realización de acciones que aseguren un proceso de 
entrega-recepción oportuno, completo, eficiente, eficaz y transparente que garantice la continuidad 
de la gestión pública. 
  

Artículo 2.- Corresponderá a los Sujetos Obligados a la presente ley determinar en sus 
respectivas áreas de competencia, a las personas servidoras públicas con cargo distinto a los 
señalados en el Artículo 3 fracción XIII, quienes quedarán sujetos a la presente Ley. 

Artículo 3.- Para efectos de la presente Ley se entenderá por:   



I.	 Acta circunstanciada: Documento legal detallado que registra de manera objetiva, 
clara y pormenorizada los hechos, circunstancias, condiciones o situaciones observadas durante 
un procedimiento administrativo, inspección o entrega-recepción, haciendo énfasis en la omisión 
del sujeto obligado de realizar la entrega de bienes, recursos o información. Su finalidad es servir 
como prueba documental de la falta de cumplimiento, garantizando transparencia, responsabilidad 
y seguridad jurídica; 

II.	 Acta de entrega-recepción: Documento legal que formaliza el proceso de 
transferencia de responsabilidades, bienes, recursos, información y obligaciones administrativas 
entre un servidor público saliente y su sucesor entrante; 

III.	 Anexos: Documentos complementarios que se adjuntan al acta principal de 
entrega-recepción y que detallan de manera específica los bienes, recursos, información, 
obligaciones o situaciones relevantes transferidas entre el servidor público saliente y el entrante. 
Su función es garantizar la transparencia, precisión y verificabilidad del proceso, proporcionando 
evidencia detallada de lo entregado o pendiente; 

IV.	 Coordinación Ejecutiva: La unidad administrativa designada por la persona titular 
de los Poderes Ejecutivo y Judicial del Estado, así como de la o el Presidente de la Mesa Directiva 
del Poder Legislativo, Ayuntamientos, Organismos Autónomos y demás entes públicos obligados a 
observar la presente Ley, responsable de coordinar, asesorar, capacitar y brindar soporte en los 
procesos de entrega-recepción previstos en este ordenamiento, conforme a su normatividad 
interna aplicable; 

V.	 Coordinador(a) Interno(a): Persona servidora pública que se designe dentro del 
ente público, que será responsable de facilitar los procesos de entrega-recepción y fungirá como 
enlace con la Coordinación Ejecutiva; 

VI.	 CONAC: Consejo Nacional de Armonización Contable; 

VII.	 Cuenta Pública: las Cuentas Públicas del Gobierno del Estado y gobiernos 
municipales a que se refieren los artículos 79, fracción VII y 136, fracción XXIV de la Constitución 
Política del Estado de Sonora y cuyo contenido se establecen en los artículos 47 y 48 de la Ley 
General de Contabilidad Gubernamental y los Acuerdos y lineamientos emitidos por el Consejo 
Nacional de Armonización Contable (CONAC); 

VIII. Entrega-Recepción Constitucional: El acto formal a través del cual, a la conclusión de 
una gestión, se entrega a la Gestión Entrante, los recursos humanos, financieros, materiales y 
archivos documentales, formalizándose mediante un acta para garantizar la continuidad y rendición 
de cuentas, relativo al Poder Público, Órgano Autónomo o de otra autoridad del Estado, cuyos 
miembros o titulares, por disposición constitucional o legal o bien por decreto o acuerdo, son 
electos, nombrados o designados para un periodo determinado, aun y cuando la conclusión de la 
gestión se dé en forma anticipada; 

IX.	 Identificación oficial: Documento vigente emitido por una autoridad gubernamental 
competente que acredita la identidad y datos esenciales de una persona, permitiéndole realizar 
trámites legales, administrativos o comerciales, estas pueden ser credencial para votar, pasaporte, 
cartilla militar o cédula profesional; 

X.	 OIC: Las unidades administrativas a cargo de promover, evaluar y fortalecer el 
buen funcionamiento del control interno en los entes y entidades públicas, así como aquellas otras 
instancias de los Órganos constitucionales autónomos que, conforme a sus respectivas leyes, sean 
competentes para aplicar las leyes en materia de responsabilidades de Servidores Públicos;  

XI. Municipio Rural: Todo aquel Municipio con una población de cincuenta mil habitantes o 
menos; asimismo, se reconoce como Localidad Rural a toda aquella localidad con cincuenta mil 
habitantes o menos   



XII.	 Periodo Constitucional: Aquel establecido en el artículo 72 y 133 de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Sonora; 

XIII.	 Secretaría: Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno del Estado de Sonora;  

XIV.	 SIA: Sistema de Información de Acciones de Gobierno;  

XV.	 Sujetos Obligados: El Titular del Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial, los 
Ayuntamientos, los Organismos Autónomos y sus Órganos Internos de Control, así como los 
Titulares de sus respectivas dependencias, entidades y de las Unidades Administrativas a su 
cargo, los encargados de despacho y aquellos designados conforme al artículo 2 de la presente 
Ley, y en general, las personas que administren, manejen, recauden, apliquen o resguarden 
recursos económicos federales, estatales o municipales  sea cual fuere la naturaleza de su 
nombramiento o elección en cualquier otro ente público; y 
  

XVI.	 Unidades Administrativas: Las Subsecretarías y Direcciones Generales de las 
Dependencias y sus equivalentes en las entidades y demás entes públicos. 

Artículo 4.- La entrega-recepción es el procedimiento administrativo mediante el cual el 
sujeto obligado, en caso de cese, suspensión, separación, destitución, licencia o cualquier otra 
circunstancia prevista en las leyes aplicables, entrega a la persona designada para tal efecto los 
recursos humanos, financieros, materiales y tecnológicos, así como la evidencia documental y 
demás información generada en el ejercicio de sus funciones, mediante la elaboración del acta 
correspondiente. 

La entrega-recepción de los Titulares de las Dependencias y Entidades, las Subsecretarías 
y Direcciones Generales de las Dependencias y sus equivalentes en las entidades y demás entes 
públicos, así como los niveles jerárquicos inmediatos inferiores deberá incluir la documentación e 
información relativa a las unidades administrativas bajo su responsabilidad. Las personas 
servidoras públicas adscritas a dichas unidades deberán proporcionar la información y 
documentación necesaria para completar los formatos y anexos de las actas respectivas. 

Artículo 5.- El proceso de entrega-recepción tiene como finalidad: 

I.	 Garantizar la continuidad de la función pública, mediante la transferencia ordenada, 
precisa y formal de los bienes, derechos y obligaciones; 

II.	 Documentar la entrega-recepción del patrimonio público, los recursos que lo 
integran y el estatus en el que se encuentran;  

III.	 Dar certeza jurídica del resguardo del patrimonio público, y 

IV.	 Delimitar las responsabilidades de los Sujetos Obligados.  

Artículo 6.- El proceso administrativo de entrega-recepción deberá realizarse: 

I.	 Al término de un ejercicio constitucional o legal de los Sujetos Obligados; 

II.	 Cuando por causas distintas al cambio de administración, deban separarse de su 
cargo, empleo o comisión, las personas servidoras públicas a quienes obliga la presente Ley, y 

III.	 Al tomar posesión del empleo, cargo o comisión.  

TÍTULO SEGUNDO 
DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE ENTREGA-RECEPCIÓN 

CAPÍTULO I 



DE LAS OBLIGACIONES DE LAS PERSONAS SERVIDORAS PÚBLICAS 

Artículo 7.- Con el propósito de dar cumplimiento al contenido de esta Ley y hacer posible 
la entrega oportuna y debida de los asuntos y recursos a su cargo, las personas servidoras 
públicas deberán mantener permanentemente actualizados sus registros, controles y demás 
documentación relativa a su gestión. 

Artículo 8.- Los Sujetos Obligados deberán realizar el proceso de entrega-recepción, tanto 
al inicio como al término de su encargo, en los términos que señala la presente ley. 

Asimismo, elaborarán un informe de los asuntos a su cargo y del estado que guardan al 
momento de la entrega, destacando las acciones y compromisos en proceso que requieran 
atención especial e inmediata, en su caso, detallar los asuntos que son necesarios atender de 
manera inmediata por los efectos que pudieran ocasionar a la gestión del ente público de su 
adscripción, este informe se integrará al acta de entrega-recepción. 

Artículo 9.- El proceso de entrega-recepción determina: 

I.	 Para los Sujetos Obligados salientes, presentar informe de los recursos públicos 
administrados, elaborar y entregar la información que deberá referirse al estado que guarda el ente 
público de su adscripción, así como efectuar la entrega de los bienes y, en general, los conceptos a 
que se refiere esta Ley, que en el ejercicio de sus funciones hubieran tenido bajo la responsabilidad 
encomendada, y 

II.	 Para los Sujetos Obligados entrantes, la recepción de los recursos y demás 
conceptos a que se refiere la presente Ley, constituyendo el punto de partida de su actuación al 
frente de su nueva responsabilidad. 

Artículo 10.- La formalización del acta administrativa de entrega-recepción se debe 
efectuar en un plazo que no exceda los 15 días hábiles, contados a partir del día siguiente hábil de 
la separación del empleo, cargo, comisión o conclusión de las actividades encomendadas. 
Tratándose de sujetos obligados pertenecientes a municipios rurales, este plazo podrá prorrogarse 
por 15 días hábiles adicionales, previa solicitud justificada ante el Órgano Interno de Control. 

Si a la fecha en que la persona servidora pública se separe del empleo, cargo o comisión o 
concluya sus actividades, no existe nombramiento o designación de la persona servidora pública 
que le sustituirá, la entrega-recepción se hará a la persona servidora pública que su superior 
jerárquico designe para tal efecto dentro del plazo referido en la Ley. 

Si por cualquier circunstancia existe imposibilidad de la designación por parte del superior 
jerárquico, el Coordinador Interno quedará facultado para designar a la persona receptora. 

Artículo 11.- El sujeto obligado que sin causa justificada dejare de cumplir la obligación de 
realizar la entrega-recepción, será sujeto al procedimiento de determinación de responsabilidades 
administrativas en los términos de la normatividad aplicable. 

Artículo 12.- Cuando el sujeto obligado saliente omita realizar la entrega-recepción, no 
asista al acto de entrega-recepción o se niegue a suscribir el acta y sus anexos, la persona 
servidora pública entrante o quien haya sido designado para la recepción de los recursos y asuntos 
correspondientes, levantará un acta circunstanciada ante la presencia de dos testigos y el OIC. En 
dicho instrumento se dejará constancia del estado en que se encuentren los recursos y asuntos 
asignados, haciéndolo del conocimiento al superior jerárquico y a la Secretaría o su homólogo en 
el ámbito de su competencia, para su conocimiento y efectos legales correspondientes. 

Se considerarán como causas justificadas, el deceso, la incapacidad física o mental, así 
como la reclusión o prisión preventiva por motivo de una causa de naturaleza penal. 

En caso de que alguna de las partes se negare a firmar el acta de entrega-recepción, se 
harán constar los hechos y las razones de la negativa en el cuerpo del acta circunstanciada 



correspondiente, el cual deberá ser suscrito por la parte compareciente y los dos testigos 
designados. Si ambas partes se negaren a firmar, el acta tendrá validez con la firma del titular del 
OIC o, en su defecto, de la persona que la Secretaría designe, en unión con los testigos de 
asistencia.  

CAPÍTULO II 
DEL PROCEDIMIENTO DE ENTREGA-RECEPCIÓN 

Artículo 13.- En todo proceso administrativo de entrega-recepción de los Sujetos 
Obligados a los que se refiere la presente ley deberán intervenir: 

I.	  El sujeto obligado saliente; 

II.	  El sujeto obligado entrante, el superior jerárquico o, en su caso, a quien se 
designe para tal efecto;  

III.	  Dos testigos propuestos por los Sujetos Obligados; y 

IV.	 El OIC o la persona designada por la Secretaría, en el ámbito de su competencia. 

Artículo 14.- En caso de que el sujeto obligado entrante, el superior jerárquico o la 
persona servidora pública que se designe para tal efecto se percate de irregularidades en los 
documentos y recursos recibidos, deberá hacerlas del conocimiento al OIC o a la Secretaría, a fin 
de que sea requerida la persona servidora pública saliente y proceda a su aclaración.  

Artículo 15.- El acto protocolario de la entrega-recepción no excluye a la persona servidora 
pública saliente de responsabilidad administrativa o de cualquier otra índole, por actos u omisiones 
que, con motivo de su empleo, cargo o comisión, constituyan inobservancia a los diversos 
ordenamientos jurídicos. 

Artículo 16.- El sujeto obligado saliente deberá preparar la entrega-recepción, mediante 
acta de entrega-recepción, la cual incluirá como mínimo, lo siguiente: 

I.	 Lugar y fecha del acto de entrega-recepción; 

II.	 Hora en la que se inicia el acto de entrega-recepción; 

III.	 Entidad, dependencia o unidad administrativa que se entrega; 

IV.	 Nombre y carácter de los Sujetos Obligados entrante y saliente que comparecen al 
acto o, en su caso, las personas servidoras públicas que para el efecto se designen, así como la 
copia del documento oficial con el que se identifican para el efecto, número telefónico y domicilio 
para recibir notificaciones; 

V.	 Descripción detallada de los bienes, recursos y documentos que se entregan y, en 
su caso, la referencia clara de anexos si los contiene; 

VI.	 Descripción del proceso de verificación y, en su caso, las manifestaciones que en 
dicho proceso realicen las personas servidoras públicas que comparecen; 

VII.	 Declaratoria de la recepción en resguardo de los recursos, bienes y documentos al 
servidor público entrante o la persona que se designe para el efecto;  

VIII.	 Informe descrito en el segundo párrafo del artículo 8 de la presente Ley; 

IX.	 Hora del cierre del acto de entrega-recepción; 

X.	 Nombre de los testigos y copia del documento oficial con el que se identifican;  



XI.	 Nombre y firma del titular del OIC, y copia del documento oficial con el que se 
identifica, e 

XII.	 Incluir folio y firma al calce en cada hoja de los que intervinieron. 

Artículo 17.- Los Sujetos Obligados entrante y saliente, los dos testigos nombrados por 
éstos y el titular del OIC deberán firmar cuatro tomos del acta de entrega-recepción, anexos, así 
como copia de la identificación oficial. 

Los anexos del acta de entrega-recepción son responsabilidad de los Sujetos Obligados 
tanto entrante como saliente, por lo que deberán ser revisados y firmados previo a la formalización 
del acta de entrega-recepción.  

Artículo 18.- El acta y sus anexos deberán ser distribuidos de la siguiente forma: 

a)	 Un ejemplar para el sujeto obligado entrante. 

b)	 Un ejemplar para el sujeto obligado saliente. 

c)	 Un ejemplar para el archivo del área que corresponda, y; 

d)	 Un ejemplar para la Coordinación Ejecutiva del Poder Ejecutivo o en su caso para 
el OIC. 

Artículo 19.- La Secretaría y los OIC de acuerdo a su competencia, tendrá a su cargo la 
interpretación de la presente Ley. 

Asimismo, la Secretaría y los OIC vigilarán de conformidad con su competencia, el 
cumplimiento de las disposiciones y procedimientos a que se refiere esta Ley. 

Artículo 20.- Las personas servidoras públicas deberán proporcionar la información y 
documentación que les requieran el OIC o la Secretaría, relacionada con el proceso de entrega-
recepción que corresponda. 

Artículo 21.- El proceso de entrega-recepción se considera concluido una vez que se ha 
llevado a cabo el procedimiento de verificación y validación del contenido del acta administrativa de 
entrega-recepción y sus anexos. Dicho procedimiento deberá completarse en un plazo máximo de 
treinta días hábiles, contados a partir de la fecha de formalización del acta. 

Artículo 22.- La verificación y validación del contenido en los anexos del acta, deberá ser 
llevada a cabo por la persona servidor público entrante en un término no mayor a treinta días 
hábiles, contados a partir del día siguiente al que haya concluido el Acto de Entrega-Recepción, en 
términos de lo dispuesto de la normatividad interna aplicable. 

CAPÍTULO III 
DE LA ENTREGA-RECEPCIÓN CONSTITUCIONAL  

Artículo 23.- El Acta de Entrega-Recepción Constitucional estará integrada por las 
Cuentas Públicas de los ejercicios concluidos y por los Informes de Avance de Gestión Financiera 
correspondientes al último año del periodo constitucional, conforme a lo establecido en la 
Constitución Política del Estado de Sonora y en las disposiciones emitidas por el Consejo Nacional 
de Armonización Contable. Asimismo, deberá incluir Informes Ejecutivos que contengan los temas 
más relevantes de la administración gubernamental. 

Los Titulares de las Unidades Administrativas que establece la presente Ley, deberán 
participar y atender todo lo referente al Acto protocolario de Entrega-Recepción Constitucional, aun 
cuando su cargo sea ratificado o bien continúen con dicha encomienda.   



Artículo 24.- A más tardar, treinta días hábiles antes del cambio de administración pública 
estatal y municipal, deberá integrarse una Comisión de Entrega conformada por servidores 
públicos de la administración saliente. 

Artículo 25.- La Comisión de Entrega estará integrada por las personas titulares de las 
siguientes dependencias y sus equivalentes en los diversos entes: 

I.	 La Secretaría, quien presidirá la Comisión; en el caso de los municipios la 
Secretaría del Ayuntamiento; 

II.	 Oficialía Mayor; y 

III.	 Secretaría de Hacienda; en el caso de los municipios la Tesorería Municipal. 

La Secretaría o en su caso el OIC de los diversos Sujetos Obligados, deberá formalizar la 
integración de la misma. 

La ausencia de cualquiera de sus integrantes será suplida por la persona que para el 
efecto ellos mismos designen.  

Artículo 26.- La Comisión de Entrega tendrá las siguientes atribuciones facultades y 
obligaciones: 

I.	 Planear, programar, coordinar el desarrollo del proceso administrativo de entrega-
recepción; 

II.	 Presentar los formatos, metodología y mecanismos necesarios para la ejecución 
del proceso, así como el programa de trabajo y su calendarización; 

III.	 Informar oportunamente al titular sobre los avances del proceso y someter a su 
resolución los asuntos de trascendencia; 

IV.	 Solicitar a las unidades administrativas del ente público la información necesaria 
para la integración del expediente y, en su caso, convocar a reunión a sus titulares; 

V.	 Reunirse cuantas veces sea necesario, previa convocatoria emitida por la 
Secretaría, y 

VI.	 Brindar todas las facilidades a la coordinación con la Comisión de Recepción para 
garantizar un proceso eficiente coordinado y eficiente. 

Artículo 27.- A más tardar, treinta días hábiles antes al cambio de administración pública 
estatal y municipal, deberá conformarse una Comisión de Recepción, integrada por personas 
designadas por la administración entrante. 

Artículo 28.- La Comisión de Recepción tendrá las siguientes facultades: 

I.	 Asistir, previa convocatoria, a las reuniones de la Comisión de Entrega; 

II.	 Promover reuniones informativas sobre el estado de los recursos públicos y los 
asuntos bajo la competencia de las personas servidoras públicas salientes, y 

III.	 Dar seguimiento a los procesos de entrega-recepción conforme a la presente Ley y 
demás disposiciones normativas aplicables.  

Artículo 29.- El Acto protocolario de Entrega-Recepción Constitucional deberá realizarse a 
partir del día del término del Periodo Constitucional y hasta el quinto día hábil posterior. 



Artículo 30.- Los municipios rurales podrán integrar las Comisiones de Entrega y de 
Recepción de manera simplificada para formalizar los actos respectivos. Para tal efecto, para las 
autoridades salientes bastará con la participación de las personas titulares de la Presidencia 
Municipal, la Tesorería y el Órgano Interno de Control, o sus equivalentes, y para las autoridades 
entrantes bastará con la participación de tres integrantes del ayuntamiento electo. La Secretaría y 
los Órganos Internos de Control deberán emitir lineamientos específicos que simplifiquen los 
formatos y anexos para estos sujetos obligados. 

Artículo 31.- La Secretaría y la Secretaría de Hacienda podrán brindar asesoría técnica y 
acompañamiento de oficio a los municipios rurales durante sus procesos de entrega-recepción. 
Asimismo, cuando un municipio rural no cuente con la infraestructura tecnológica o conectividad 
necesaria para el uso del Sistema de Información de Acciones de Gobierno (SIA), podrá realizar la 
entrega mediante formatos físicos o medios electrónicos locales, debiendo la Secretaría garantizar 
el suministro gratuito de dichos materiales y la validación técnica de esta excepción. 

CAPÍTULO IV 
DEL SISTEMA PARA LA ENTREGA-RECEPCIÓN DE LA 

ADMINISTRACIÓN ESTATAL 

Artículo 32.- La Secretaría deberá normar, instrumentar y administrar el Sistema de 
Información de Acciones de Gobierno (SIA) en la transición de una administración a otra, así como 
en los cambios de titulares de dependencias, entidades y unidades administrativas dentro de una 
misma administración, de acuerdo con el Artículo 7 de esta Ley. 

La Secretaría en coordinación con la Secretaría de Hacienda, establecerán todo lo relativo 
a la información contable o financiera del proceso de entrega-recepción, así como los formatos que 
integrarán dicha información. 

Artículo 33.- El SIA, tiene por objeto la integración de información actualizada referente al 
estado que guardan los recursos humanos, financieros, tecnológicos, materiales y asuntos de su 
competencia, así como de aquellos recursos destinados a la obra pública, adquisiciones y 
servicios, arrendamiento de inmuebles, servicios profesionales y otros programas de gobierno para 
fines del proceso de entrega-recepción prevista en la presente Ley.  

Dicha información será emitida por los Sujetos Obligados en el presente ordenamiento, 
auxiliándose para este efecto de las disposiciones y herramientas tecnológicas que establezca la 
Secretaría. 

Artículo 34.- La veracidad, integridad, legalidad, soporte y confiabilidad en la 
documentación, información y datos que se presente con motivo de la entrega- recepción 
constitucional e individual, será responsabilidad de los Sujetos Obligados, así como de las 
personas Servidoras Públicas que la proporcionan y la generan de conformidad con las 
atribuciones que les correspondan, para la elaboración o integración del acta de entrega-recepción 
y el informe correspondiente. 

CAPÍTULO V 
DISPOSICIONES COMUNES 

Artículo 35.- La Coordinación Ejecutiva o quien designe el ente público será responsable 
de establecer y comunicar los estándares aplicables a la ejecución de los procesos de entrega-
recepción, conforme a las disposiciones secundarias que para tal efecto se emitan, en el ámbito de 
su competencia. 

Artículo 36.- La información complementaria que corresponde a los anexos podrá ser 
presentada en forma impresa, electrónica o magnética, garantizando su integridad y autenticidad. 
En ningún caso podrá omitirse la impresión del acta de entrega-recepción ni la evidencia de las 
identificaciones oficiales de los firmantes. 



Artículo 37.- Si durante el proceso de verificación y validación la persona servidora pública 
entrante detecta irregularidades en los documentos o recursos recibidos, deberá informarlo a la 
Secretaría o al OIC correspondiente dentro de un plazo máximo de tres días hábiles, contados a 
partir del vencimiento del término señalado en el Artículo 21 de la presente Ley. 

En caso de que sea la Secretaría o el OIC quien identifique irregularidades en el informe 
presentado por la persona servidora pública ratificado o reelecto, se procederá conforme a lo 
establecido en el párrafo siguiente. 

En ambos supuestos, se requerirá a la persona servidora pública involucrada para que 
comparezca, personalmente o por escrito, en un plazo no mayor a cinco días hábiles contados a 
partir de la recepción de la notificación, a fin de que manifieste lo que a su derecho convenga. En 
caso de no comparecer dentro del plazo señalado, se actuará conforme a lo dispuesto por la Ley 
de Responsabilidades y Sanciones para el Estado de Sonora y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 38.- En la comparecencia prevista en el artículo anterior, la Secretaría o el OIC 
levantará un acta con las manifestaciones de las personas servidoras públicas sobre las 
inconsistencias detectadas. 

Si la persona servidora pública entrante considera que no fueron aclaradas, la Secretaría o 
el OIC procederá a iniciar la investigación conforme a la Ley de Responsabilidades y Sanciones del 
Estado de Sonora. 

Artículo 39.- Si, derivado de actos de inspección, verificación o fiscalización posteriores al 
acto protocolario, se efectuaren observaciones, solicitudes de aclaración o requerimientos respecto 
de la información de su gestión, o bien se iniciaren procedimientos administrativos sancionatorios a 
los Sujetos Obligados, los entes públicos, deberán otorgar a aquellos el acceso, en días y horas 
hábiles, a la información necesaria para poder conformar y atender las aclaraciones, 
observaciones, requerimientos o lo que derive, por las autoridades fiscalizadoras. 

TÍTULO TERCERO 
DE LAS RESPONSABILIDADES Y SANCIONES 

CAPÍTULO ÚNICO 
DE LAS RESPONSABILIDADES Y SANCIONES 

Artículo 40.- El incumplimiento a las disposiciones previstas en la presente Ley será 
procesado y sancionado en términos de la Ley en materia de Responsabilidades vigente en el 
Estado de Sonora, con independencia de las responsabilidades del orden civil y penal que se 
establezcan en otros ordenamientos jurídicos.  

Artículo 41.- La vigilancia del exacto cumplimiento de las presentes disposiciones, en el 
ámbito de su competencia, queda a cargo de la Secretaría, así como de los Órganos Internos de 
Control que correspondan, en el ámbito de sus respectivas competencias. 

Artículo 42.- En lo no previsto en la presente Ley, se aplicará supletoriamente la Ley de 
Procedimiento Administrativo del Estado de Sonora. 

TRANSITORIOS 

ARTÍCULO PRIMERO.- La presente Ley entra en vigor el día siguiente al de su publicación 
en Boletín Oficial del Estado de Sonora. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se abroga la Ley de Entrega Recepción, publicada en el Boletín 
Oficial del Estado no. 4 sección II, de fecha lunes 12 de enero de 2026.  

ARTÍCULO TERCERO.- El titular del Poder Ejecutivo en un plazo de 90 días naturales, 
contado a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, deberá expedir el reglamento a que se 
refiere el presente ordenamiento jurídico y demás normatividad aplicable en la materia.  



ARTÍCULO CUARTO.- La persona titular del Poder Judicial, y la o el Presidente de la 
Mesa Directiva del Poder Legislativo, así como de los Ayuntamientos y los diversos organismos 
autónomos, en un plazo no mayor a 120 días naturales, contado a partir de la entrada en vigor de 
la presente Ley, podrán observar para ello los criterios y formatos que establezcan para este fin la 
Secretaría, y la Secretaría de Hacienda, deberá expedir la normatividad secundaria aplicable en el 
ámbito de su competencia. 

Asimismo, podrán celebrar convenios de colaboración entre los representantes de los 
Sujetos Obligados a la presente ley, para otorgar la licencia de uso del Sistema de Acciones de 
Gobierno del Estado de Sonora, bajo los términos que para el caso se establezcan. 

A P E N D I C E  

LEY No. 155.- B.O. No. 32, Sección III, de fecha 20 de abril de 2026. 
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